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Resol. Serie “B” N° 171
Expte. N° 19.096 – Año 2018 – Autos: “B. M. L.; M. H.; B. M. A.; B. F. F.; B. O. s.d. Homicidio Agravado; Violación; Robo simple; etc. e.p. I. J. A. y otros – Acción de Revisión”
Santiago del Estero, veintiseis de diciembre dos mil diecinueve.



Y Vistos:



Para resolver la acción de revisión deducida por el Ministerio Público de la Defensa a favor del condenado Manuel Leonardo Bracamonte.-------------------------------



Y Considerando:



I) Que, a ff. 18/23 de las presentes actuaciones, el Dr. Enrique José Billaud, Defensor General del Ministerio Público y la Dra. Claudia Roxana Luna, Defensora en lo Penal de Sexta Nominación, en ejercicio de la defensa técnica del condenado Manuel Leonardo Bracamonte, interponen acción de revisión penal en contra del punto V) de la sentencia dictada el 17 de octubre del año 2001 por el órgano jurisdiccional, por entonces denominado Cámara de Juicio Oral en lo Criminal y Correccional de Segunda Nominación, que en el Expte. Nº 12.776/2001 dispuso “CONDENAR al prevenido en autos BRACAMONTE MANUEL LEONARDO de condiciones personales ut supra, a la pena de PRISION PERPETUA por resultar responsable de los delitos de violación, homicidio calificado con alevosía en concurso real de delitos (arts. 119 inc. 3 y 80 inc. 2 y 55 del Código Penal) hechos perpetrados en perjuicio de Oscar Ariel Destefani y de Julio Armando Ibañez respectivamente”.--------------------



La defensa pública, en el desarrollo de su presentación, luego de analizar los requisitos de admisibilidad de la acción y dentro del marco de los antecedentes de la causa, señala que su defendido Manuel Leonardo Bracamonte resultó condenado a la pena de prisión perpetua por hechos que fueron cometidos cuando contaba con 16 años de edad.--------------------------------------



Añade que los fundamentos del veredicto alcanzado por el tribunal de juicio, fueron dictados en fecha 17 de Octubre del año 2001, sentencia que adquirió firmeza de cosa juzgada, atento a que no se interpuso recurso alguno en su contra por parte del defensor particular que lo asistía en dicha oportunidad, como tampoco in pauperis por el imputado, ni por el órgano acusador.------------------------------------------------- 



Señala que la acción de revisión cuenta con una naturaleza excepcional, en tanto estamos ante el único remedio que hace posible la impugnación de la cosa juzgada, y su procedencia se encuentra habilitada por el art. 502 del CPP por las causales allí indicadas taxativamente.--------------------------------------------



Entiende, conforme los antecedentes precisados, que resulta supuesto de procedencia en el caso concreto, y así lo invocan, el previsto en el inciso 8º) del art. 502 del CPP, en cuanto dispone: “Procedencia. La acción de revisión, procederá, en todo tiempo y en favor del condenado, contra las sentencias firmes, cuando: ... 8) Si la sentencia se funda en una interpretación de la ley que sea más gravosa para el condenado que la sostenida por el Superior Tribunal de Justicia al momento de interposición de la acción de revisión”.--------------------------------



Sostiene que en esta eventualidad, “el cambio de opinión jurisprudencial” que se ha operado entre el dictado de la sentencia y la acción deducida, y que favorece al condenado, se concretó en lo resuelto en la Sentencia dictada el 14 de mayo de 2013 por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) en la causa “Mendoza y otros vs. Argentina”, que dispuso la aplicación de una pena menos gravosa a la de prisión perpetua cuando los hechos fueron cometidos por una persona siendo menor de edad, cambio jurisprudencial que guarda identidad con las circunstancias en que se juzgara y condenara a su defendido.------------------------------------------------ 



Conforme a ello, consideran que motiva la revisión del decisorio en crisis, el punto resolutivo Nº 21 de la mencionada sentencia de la CorteIDH que obliga al Estado Argentino a asegurar que no se vuelva a imponer penas de prisión o reclusión perpetua a ninguna otra persona por delitos cometidos siendo menor de edad y asimismo garantizar que las personas que actualmente se encuentren cumpliendo dichas penas obtengan una revisión de las mismas que se ajuste a dichos estándares.----------



Afirman que en ese contexto, el Superior Tribunal en el ejercicio del “control de convencionalidad”, debe adecuar los fallos que se dictan a los expresos términos de la sentencia de la Corte Interamericana.------------------------------------------- 



Invocando el inc. 8º del art. 502 del CPP, los arts. 8 punto h) y 68 de la Convención Americana de Derechos Humanos, art. 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, como también lo establecido por la sentencia de la Corte IDH del 14/05/2013 en autos “Mendoza y otros vs. Argentina”, sostienen que su defendido jamás fue tratado bajo la óptica tutelar del régimen penal de minoridad, ensamblado con ello, y las disposiciones de la Ley 22.278, el máximo de la pena del delito en tentativa es la pena que debería aplicarse.-----



Concluyen afirmando que la pena de prisión perpetua que actualmente viene cumpliendo Manuel Leonardo Bracamonte, detenido cuando contaba con 16 años de edad (nacido el 20/06/1982), resulta ajena a los estándares internacionales y no puede ser sostenida, debiendo ser reducida en forma inmediata, y atento el tiempo transcurrido, tenerla por cumplida, ordenando su inmediata libertad.-------------------------------------------------  



II) Corrida vista de ley, el Sr. Fiscal General del Ministerio Público emite dictamen que luce agregado a ff. 57/63 vta., en el cual luego de efectuar un minucioso análisis del objeto y naturaleza excepcional de dicho instrumento impugnativo, y verificar las constancias que obran en autos, concluye que la prisión perpetua que actualmente viene cumpliendo el condenado Bracamonte, detenido a los siete meses de cumplir los 16 años, resulta ajena a los estándares internacionales, la que  no puede ser sostenida debiendo ser reducida en forma inmediata y convertida a una pena temporal.--------------------------- 



En ese sentido, manifiesta que en el subexámen se controvierte una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada en el marco del recurso de revisión fruto de una interpretación internacional más benigna de la norma penal que la aplicada, susceptible incluso de generar responsabilidad internacional al Estado Argentino, en vistas de la sentencia de la Corte IDH en el caso “Mendoza y otros vs. Argentina”, que condena al Estado y lo obliga en el futuro a evitar la imposición de prisión perpetua a menores edad, concordante con el pronunciamiento de la CSJN en los autos caratulados “A.D.D. S/Homicidio agravado///CSJN, 05-08-2014 RCJ 6270/14”.----------------- 



Así estima que, en cumplimiento de los estándares internacionales de derechos humanos en materia de la niñez, en virtud de los fundamentos vertidos y habida cuenta que el recurso de revisión es el único medio impugnativo capaz de conmover la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, debe reducirse la pena que actualmente lleva cumpliendo Manuel Leonardo Bracamonte, teniendo en cuenta la gravedad de los delitos cometidos, a veinticinco años de prisión.------------------------------



En base a ello y atento el tiempo transcurrido desde que el encartado se encontrara privado de su libertad, y en caso de que se considere la posibilidad del otorgamiento del beneficio de soltura previsto por el art. 13 del Código Penal, y no existiendo tratamiento tutelar oportuno, estima imprescindibles informes sobre la cumplimentación de los reglamentos carcelarios por parte del condenado y sobre su favorable reinserción social, debiendo cumplir la totalidad de la pena, en caso de resultar negativos.--------------------------------------- 



III) En el examen de las exigencias formales que deben concurrir para la admisibilidad de la acción de revisión, se constata que la misma fue interpuesta por quien se encuentra legitimado (art. 504 inc. 1º del CPP) y contra una sentencia que reúne las características requeridas por la legislación adjetiva, en tanto la defensa pública peticiona a favor de quien se encuentra condenado a prisión perpetua por fallo firme pasado en autoridad de cosa juzgada (art. 502, primer párrafo del CPP).-----------------------------------------------------



En orden a la exigencia contenida en la causal invocada, esto es, una interpretación de la ley por parte de éste Superior Tribunal posterior y más favorable a la que sostuvo el tribunal de juicio para sustentar la condena, la literalidad del art. 502 inc. 8º del CPP, constituiría -en principio- un valladar formal por la falta de cita de doctrina del Máximo Tribunal local en que se referencie la retroactividad pretendida.---------------



No obstante, la requirente invoca la adecuación en el caso concreto al pronunciamiento de la Corte Interamericana en el caso “Mendoza vs Argentina”, con fundamentos de naturaleza convencional y constitucional. Ello, sumado a la doctrina judicial que viene sosteniendo éste Superior Tribunal para tratamiento del niño, niña y adolescente en conflicto con la ley penal, permiten superar en el caso concreto la exigencia del requisito de doctrina legal local menos gravosa para el condenado.-----



En efecto, la defensa pública entiende que con posterioridad a haber adquirido firmeza el fallo condenatorio de su pupilo, la Corte IDH -en fecha 14 de mayo del 2013- se pronunció en el caso "Mendoza y otros vs. Argentina" -el que guardaría identidad con el caso a estudio-, imponiendo al Estado argentino la obligación de asegurar la no aplicación de prisión o reclusión perpetua por delitos cometidos siendo menor de edad y, de igual modo, que Argentina deberá garantizar que las personas que actualmente se encuentren cumpliendo dichas penas por delitos cometidos siendo menores de edad puedan obtener una revisión de las mismas que se ajuste a los estándares expuestos en la sentencia (cfr. CIDH “Caso Mendoza y otros vs. Argentina, sentencia de 14 de mayo de 2013, párr. 373.21).--------------------------------------------------



De tal modo, la cita de doctrina legal del órgano interamericano, exige del Poder Judicial “una especie de control de convencionalidad entre las normas internas que aplica en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos”, y en esa tarea “debe tener en cuenta no sólo el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete último de la Convención Americana” (cfr. CSJN “Mazzeo”. Fallos: 330:3248).--------



Lo señalado dota de contenido a la exigencia formal prevista en el inc. 8 del art. 502 del código de rito local. Así, la interpretación que realiza la Corte IDH sobre el alcance de la pena de prisión perpetua aplicable como sanción a delitos cometidos por quien contaba con menos de 18 años al momento del hecho, requiere su ponderación en relación al caso concreto del condenado Manuel Leonardo Bracamonte.---------------------



Por otro lado, tampoco puede soslayarse que éste Superior Tribunal viene pronunciándose a favor del cambio de paradigma en materia de niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley penal y los alcances de la Ley 22.278, con un marcado acento en su protección integral en resguardo de derechos y garantías reconocidos normativamente por la Convención Internacional de los Derechos del Niño (cfr. Resolución Serie “C” Nº 70 del 14/12/17).------------------------------------------------



Bajo esos postulados, se abastecen los requisitos previstos en los arts. 502, 504 y 505 primer párrafo del CPP para la inspección jurisdiccional de la cuestión traída a estudio por esta vía.-------------------



IV) En el tratamiento de la cuestión propuesta por el Ministerio de la Defensa a favor de Manuel Leonardo Bracamonte, corresponde en primer término señalar que conforme se encuentra regulado por el art. 502 del CPP, la revisión de una sentencia condenatoria firme con efecto de cosa juzgada constituye un instituto de naturaleza excepcional, en razón que habilita la posibilidad de controlar y modificar la decisión jurisdiccional que agotó el proceso penal seguido contra el autor de un injusto.---



De tal modo, por medio de la acción de revisión se concede una instancia donde la seguridad jurídica construida por la sentencia de condena pasada en autoridad de cosa juzgada material, deja lugar a valores éticos-sociales superiores que tornan intolerable la aplicación de una pena, cuya legitimidad es puesta en duda por circunstancias posteriores (cfr. Goransky y Rusconi, "El recurso de revisión en el derecho procesal penal", publicado en el libro "Los recursos en el procedimiento penal (Maier, Julio B. J., compilador), Bs. As., Ed. Del Puerto, 1999, pág. 334).----------------------------------



En el sentido expuesto, tiene dicho éste Superior Tribunal que la acción de revisión “procura rescindir de la sentencia condenatoria pasada en autoridad de cosa juzgada, cuando se verifica fehacientemente que alguno de los elementos que le dieron fundamento es insuficiente, falso o distinto de manera tal que pueda conducir al error judicial, prevaleciendo el valor justicia sobre el de seguridad jurídica" (cfr. "Salto", Resol. Serie “B” N° 33 del 07/04/15).---------------------



V.1) La defensa pública enmarca su pedido revisor en la causal prevista en el inc. 8 del art. 502 del CPP, el cual dispone que la acción de revisión, procederá, en todo tiempo y en favor del condenado, contra las sentencia firmes, cuando: "8) ...la sentencia se funda en una interpretación de la ley que sea más gravosa para el condenado que la sostenida por el Superior Tribunal de Justicia al momento de la interposición de la acción de revisión".------------------------------------------------



Como se advierte, con este supuesto de procedencia de la revisión de una sentencia firme, el legislador amplía el concepto de ley penal más benigna -consagrada como causal de revisión en los incs. 5 y 6 del art. 502 del CPP- a la interpretación que de los alcances de un precepto legal realiza el órgano jurisdiccional con posterioridad a la condena pasada en autoridad de cosa juzgada, cuando ella resulta más beneficiosa para la situación del imputado.-----------------------------------



V.2) En ese andamiento, la defensa pública entiende que con posterioridad a haber adquirido firmeza el fallo condenatorio de su pupilo, la Corte IDH -en fecha 14 de mayo del 2013- se pronunció en el caso "Mendoza y otros vs. Argentina", imponiéndole al Estado argentino la obligación de asegurar que no se vuelva a imponer las penas de prisión o reclusión perpetuas por delitos cometidos siendo menor de edad y, de igual modo, que Argentina deberá garantizar que las personas que actualmente se encuentren cumpliendo dichas penas por delitos cometidos siendo menores de edad puedan obtener una revisión de las mismas que se ajuste a los estándares expuestos en la sentencia (cfr. CIDH “Caso Mendoza y otros vs. Argentina, sentencia de 14 de mayo de 2013, párr. 373.21).--------------------------------------------------



Sostiene que idéntica doctrina es receptada en fallos de nuestro Máximo Tribunal federal en los precedentes “Maldonado” (Fallos: 328:4343) y “Arce” (CSJN, A. 1008. XLVII, del 05/08/14).----------------------------



VI) En el tratamiento de la cuestión a estudio, no resulta controvertido que el condenado Manuel Leonardo Bracamonte contaba con 16 años de edad al tiempo de la comisión de los ilícitos de violación y homicidio agravado por alevosía por los cuales fuera condenado como autor a la pena de prisión perpetua por sentencia de la Cámara de Juicio Oral en lo Criminal y Correccional de Segunda Nominación en fecha 17/10/2001, y en razón de la edad, sujeto al Régimen Penal de Menores regulado por Ley 22.278, pena que en la actualidad continúa en ejecución.- 



El marco descripto es en el que corresponde el análisis de la doctrina judicial invocada por el requirente, a fin de verificar si el alcance que le adjudica es aplicable al caso concreto.-------------------   



En esa tarea, corresponde citar que la Corte IDH en el fallo “Mendoza y Otros vs. Argentina” (sentencia del 14 de mayo de 2013, Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones), expuso que “El Estado deberá asegurar que no se vuelva a imponer las penas de prisión o reclusión perpetuas a C. A. M.,  C.D. N., y L. M. M., ni a ninguna otra persona por delitos cometidos siendo menor de edad. De igual modo,  Argentina deberá garantizar que las personas que actualmente se encuentren cumpliendo dichas penas por delitos cometidos siendo menores de edad puedan obtener una revisión de las mismas que se ajuste a los estándares expuestos en esta Sentencia”, en los términos de los párrafos 326 y 327 de la misma (el resaltado nos corresponde).---------------------------------------------



En tal inteligencia, la sentencia hace hincapié en que las penas, preponderantemente, deben atender a los fines de resocialización  -o en palabras de la Convención del Niño, a la importancia de promover la reintegración social del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad (art. 40, inc. 1º)-, y que el mandato constitucional que ordena que toda pena privativa de la libertad esté dirigida esencialmente a la reforma y readaptación social de los condenados (art. 5, inc. 6, CADH) y que el tratamiento penitenciario se oriente a la reforma y readaptación social de los penados (art. 10, inc. 3º  Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos), exige que quien ejerza la magistratura no se desentienda de los posibles efectos de la pena desde el punto de vista de la prevención especial.-----------------



VII) Expuesto lo sustancial de los precedentes citados por la requirente, debe señalarse que corresponde avanzar en el pedido de revisión de la pena aplicada al imputado Manuel Leonardo Bracamonte, en cuanto el fallo del órgano interamericano invocado manda “...garantizar que las personas que actualmente se encuentren cumpliendo dichas penas por delitos cometidos siendo menores de edad puedan obtener una revisión de las mismas que se ajuste a los estándares expuestos en esta Sentencia”.--------------



Así, en el marco de la doctrina judicial extensamente expuesta, es de concluir la viabilidad de la revisión peticionada. Ello por cuanto al momento de interponerse la acción, la jurisprudencia ha mutado beneficiosamente para el condenado en relación a la fecha de condena, toda vez que en la actualidad -a la luz de la doctrina citada- en supuestos de ilícitos penales cometidos por menores y reprochados con pena de prisión perpetua,  -conforme el diseño de rango etario de la Ley Nº 22.278- la aplicación de dicha pena requiere su reexamen.-------------------------------------------------



En tal sentido, resulta procedente la revisión peticionada por la defensa del condenado Manuel Leonardo Bracamonte.-----------------------------------------------



No obstante, la solución que propicia para su defendido -esto es, la aplicación de la pena prevista para la tentativa del delito reprochado en concurso real- no surge de modo imperativo del fallo de la CorteIDH. Dicho de otro modo, no siempre y en todos los supuestos en que la figura típica prevé la pena de prisión perpetua, ésta debe ser desplazada por la prevista para la tentativa del delito.---------------------------------------------------



En efecto, conforme el diseño normativo de la Ley Nº 22.278, la comisión de un hecho por una persona cuando contaba entre 16 y 18 años, cuando la conducta se encuadra en un tipo penal que no constituya un delito de acción privada y cuya pena en expectativa exceda los dos años de privación de la libertad, el órgano jurisdiccional competente está facultado por la citada ley –de comprobarse la responsabilidad penal del menor- a recurrir a un menú de supuestos que se inicia con la posibilidad de absolución por resultar innecesaria la pena, hasta llegar a la aplicación de la pena prevista en el tipo penal con que se reprocha su accionar (arts 1 y 2).-----------------



Cierto es que el art. 4º Ley Nº 22.278 prevé en su segundo párrafo que ante la necesidad justificada -en las modalidades del hecho, los antecedentes del menor adolescente, el resultado del tratamiento tutelar y la impresión directa recogida por el juez- de aplicar un pena, la misma puede reducirse a la forma prevista para la tentativa, pero la propia redacción del texto legal indica que ello constituye una posibilidad que puede ser descartada por el magistrado fundado en circunstancias como la gravedad del ilícito cometido.--------------------



En el sentido expuesto se ha pronunciado la Corte Suprema en Fallos: 328:4343: “Que conforme se desprende de la regulación especial corresponde considerar, como una primera cuestión, si cabe  en relación con los hechos por los cuales el joven infractor había sido previamente declarado responsable- el beneficio de la absolución previsto en el art. 4 de la ley 22.278 o la necesidad de pena. Como una segunda cuestión, y en su caso, si se aplica el marco legal que por regla corresponde a la tentativa, o bien el del delito consumado, para luego recién determinar la pena. Dicha decisión depende  como ya se adelantó- de la valoración conjunta de "las modalidades del hecho, los antecedentes del menor, el resultado del tratamiento tutelar y la impresión directa recogida por el juez" (confr. art. 4, ley 22.278)” (Considerando 17 del voto del Dr. Fayt).---



De tal modo, la solución que propicia el Ministerio de la Defensa para la ineludible revisión –por aplicación del mandato contenido en el precedente “Mendoza vs. Argentina”- de la pena de prisión perpetua aplicada a su defendido, deberá ser mensurada en parámetros no sólo convencionales sino también respetuosos de la normativa nacional aplicable al caso.-------------------------------



Resuelta la procedencia sustancial de la acción de revisión interpuesta, resta atender a la individualización de la pena para el supuesto de hecho concreto y en función de la doctrina aplicable al caso.---



En ese sentido, entiende éste Superior Tribunal que tal tarea resulta propia del órgano jurisdiccional de juicio en los términos del art. 399 del CPP, toda vez que él mismo se constituye como el tribunal natural conforme las reglas procesales que aseguran a las partes el debate y la inmediación y, a su vez, permite habilitar una vía de impugnación amplia para el control de la decisión que se adopte.---------------------------------------------------



En consecuencia, corresponde el envío al pool de jueces de juicio oral con el objeto procesal que, en el marco de la doctrina judicial que da lugar a la procedencia de la revisión interpuesta, determine la pena aplicable a Manuel Leonardo Bracamonte por resultar autor de los delitos de violación y homicidio agravado por alevosía en concurso real de delitos (arts. 119 inc. 3º, 80 inc. 2º y 55 del CP) en perjuicio de Oscar Ariel Destefani y Julio Armando Ibañez.-------------------------



VIII) Por lo expuesto, jurisprudencia y doctrina citada, y oído que fuera el Ministerio Fiscal Se Resuelve: I) Hacer lugar a la acción de revisión interpuesta por la defensa pública a favor del condenado Manuel Leonardo Bracamonte y, en consecuencia II) Enviar el presente legajo al pool de jueces de juicio oral a fin de que determine, conforme los parámetros doctrinarios convencionales y judiciales expuestos en la presente, la pena aplicable a Manuel Leonardo Bracamonte como reproche por la autoría de los delitos de violación y homicidio agravado por alevosía en concurso real de delitos (arts. 119 inc. 3º, 80 inc. 2º y 55 del CP) en perjuicio de Oscar Ariel Destefani y Julio Armando Ibañez. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Gustavo Adolfo Herrera – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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